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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 29 de 
enero de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 551/2025 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El 16 de diciembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de revisión de oficio de 
varias resoluciones de la Alcaldía del Ayuntamiento de xxx1. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 22 de diciembre de 

2025, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 551/2025, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. S. de Vega.  

 
Primero.- El 30 de mayo de 2025 la Sala de lo Contencioso-

administrativo de Burgos, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, 
dicta la Sentencia 111/2025, de 30 de mayo, en el recurso de apelación 
52/2025. En el fallo de la misma se confirma la Sentencia 37/2025, de 25 de 
febrero, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-administrativo n.º 1 de 
xxx2 en el procedimiento ordinario n.º 37/2024, por la que se estima el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo de 20 de 
marzo de 2024 del Pleno del Ayuntamiento de xxx1 que inadmitía la solicitud 
de revisión de oficio de las resoluciones de 20 de marzo y 22 de mayo de 
2018, y 1 de septiembre y 27 de octubre de 2022 y acordaba no proceder, en 
consecuencia, a la suspensión de la ejecución de las resoluciones. 
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Segundo.- En ejecución de sentencia, el 28 de octubre de 2025 el 
Ayuntamiento inicia el expediente de revisión de oficio de las resoluciones de 
20 de marzo y 22 de mayo de 2018 y de 1 de septiembre y 27 de octubre de 
2022. 

 
Tercero.- El 29 de octubre de 2025 se concede trámite de audiencia 

al interesado, quien solicita suspender dicho trámite por diversas cuestiones. 
Cumplimentadas las mismas, el 7 de noviembre se vuelve a dar dicho trámite 
de audiencia al interesado, que el 21 de noviembre presenta alegaciones en 
las que se ratifica en la nulidad de todas las resoluciones. 

 
Cuarto.- El 2 de diciembre de 2025 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la revisión. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.f) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 

 
Además, la preceptividad del dictamen del Consejo Consultivo resulta 

justificada, con toda claridad, a tenor de lo dispuesto en el artículo 106.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC). Del referido artículo se deduce que 
dicho dictamen es, además de preceptivo, habilitante de la ulterior decisión 
revisora de la Administración, ya que sólo puede declarar la nulidad del acto 
si dicho dictamen hubiera sido favorable, esto es, estimatorio de la nulidad 
denunciada. 

 
2ª.- En lo que respecta a la normativa aplicable al presente supuesto, 

al tratarse de una entidad local ha de hacerse mención a la Ley 7/1985, de 2 
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de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, que en su artículo 4.1.g) 
reconoce con carácter general a los municipios, en su calidad de 
Administraciones Públicas de naturaleza territorial, la potestad de revisión de 
oficio de sus actos y acuerdos, dentro de la esfera de sus competencias.  

 
Por su parte, el artículo 53 de dicha ley establece que, sin perjuicio de 

las específicas previsiones de sus artículos 65, 67 y 110, “Las Corporaciones 
locales podrán revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance 
que, para la Administración del Estado, se establece en la legislación del 
Estado reguladora del procedimiento administrativo común”. Y en los mismos 
términos se pronuncia el artículo 218.1 del Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por 
el Real Decreto 2.568/1986, de 28 de noviembre.  

 
En relación con el órgano competente para acordar la iniciación y 

resolver el procedimiento de revisión de oficio, la citada Ley 7/1985, de 2 de 
abril, en su artículo 110.1, solamente precisa el órgano competente para la 
revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, estableciendo al 
efecto que corresponde al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad 
de pleno derecho y la revisión de tales actos, en los casos y de acuerdo con 
el procedimiento de los artículos 153 y 154 de la Ley General Tributaria 
(actualmente los artículos 216 y siguientes de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre). Aunque no existe previsión concreta sobre esta cuestión en el 
contexto del procedimiento administrativo común, de una interpretación 
sistemática de los artículos 21 y 22 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, cabe 
entender que si para la declaración de lesividad de actos anulables la 
competencia es del Pleno (artículo 22.2.k), correspondiendo la iniciativa al 
alcalde (artículo 21.1.l), la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho 
debe someterse al mismo régimen, pues en otro caso se produciría una 
asimetría inaceptable; y más cuando el artículo 22.2.j) indica que corresponde 
al Pleno del Ayuntamiento “el ejercicio de las acciones administrativas y 
judiciales”. Postura confirmada por la Sentencia 4547/2022, de 13 de diciembre, 
de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 
Supremo. 

 
3ª.- El artículo 106.1 de la LPAC dispone que “Las Administraciones 

públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de 
interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán 
de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía 
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administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos 
previstos en el artículo 47.1”. 

 
El mencionado artículo 106 no contempla un procedimiento específico 

para la revisión de oficio de los actos administrativos, sino que se limita a 
exigir el dictamen previo favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma. Por ello, resultan de aplicación las 
disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos contenidas 
en el título IV de la citada ley.  

 
En cuanto a la tramitación del procedimiento, figura en el expediente la 

resolución de inicio del procedimiento, la concesión del trámite de audiencia al 
interesado y la propuesta de resolución. Finalmente, la exigencia de informe 
del Consejo Consultivo se cumple con la emisión del presente dictamen. 
 

4ª.- Para la resolución de la cuestión de fondo planteada conviene 
recordar que la revisión de oficio de los actos administrativos constituye un 
supuesto excepcional en virtud del cual la Administración, conforme a una 
privilegiada facultad de autotutela, puede, por iniciativa propia o a solicitud 
del interesado, anular o declarar la nulidad de sus propios actos sin necesidad 
de acudir al proceso jurisdiccional contencioso-administrativo. “Se trata de 
un auténtico procedimiento administrativo especial de naturaleza autónoma” 
(Dictamen del Consejo de Estado n.º 4.313/1998).  

 
Las causas habilitantes para que la Administración Pública declare la 

nulidad de una resolución, enumeradas en el citado artículo 47.1 de la LPAC, 
han de ser objeto de interpretación estricta, habida cuenta, de una parte, su 
propia naturaleza y, de otra, del carácter singular de la potestad administrativa 
de autotutela prevista en el artículo 106 del mismo cuerpo legal. Conforme a 
la reiterada doctrina de este Consejo Consultivo, la revisión de oficio de los 
actos administrativos constituye un cauce de utilización excepcional y de 
carácter limitado, ya que comporta que, sin mediar una decisión jurisdiccional, 
la Administración pueda volver sobre sus propios actos dejándolos sin efecto. 
De ahí que no cualquier vicio de nulidad de pleno derecho permita acudir sin 
más a la revisión de oficio, sino que ésta es sólo posible cuando concurra de 
modo acreditado un vicio de nulidad de pleno derecho de los legalmente 
previstos.  

 
En este caso, la solicitud de revisión de oficio invoca la causa prevista 

en la letra e) del artículo 47.1 de la LPAC, es decir, tratarse de actos 
“dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente 
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establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la 
formación de la voluntad de los órganos colegiados”.  

 
En relación con esta causa de nulidad, este Consejo Consultivo mantiene 

una doctrina consolidada, en línea con la reiterada del Consejo de Estado y la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo. El Consejo de Estado establece que, 
para que pueda apreciarse dicha causa, “es necesario que la conculcación del 
procedimiento haya sido de tal magnitud que suponga la concurrencia de 
anomalías en la tramitación que se caractericen por su especial gravedad” 
(dictámenes 542/1996, de 7 de marzo; 926/1997, de 3 de abril; 4.894/1997, 
de 23 de octubre; 6.175/1997, de 19 de febrero de 1998; 173/2008, de 30 
de abril, o 2.002/2008, de 11 de diciembre). En otros dictámenes (así el n.º 
2.301/1998, de 10 de septiembre) se señala que “es necesario apreciar con 
rigor que el procedimiento se ha violentado de modo terminante y claro (...) 
debiendo justificarse cumplidamente que se ha producido alguna anomalía 
esencial en su tramitación”.  

 
En un sentido similar se ha pronunciado el Tribunal Supremo, al 

requerir “omisiones sustanciales y de entidad, equiparables a la falta de 
aquellos requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del 
procedimiento” (sentencia de 12 de julio de 1993) o bien al entender que se 
produce por “el seguimiento de un procedimiento completamente opuesto al 
correcto” (sentencia de 20 de abril de 1990).  

 
E, igualmente, otros dictámenes exigen “omisiones sustanciales y de 

entidad, equiparable a la falta de aquellos requisitos procedimentales que 
configuran la esencialidad del procedimiento” (Dictamen 906/1996, de 28 de 
marzo), o una omisión de “hitos esenciales” del procedimiento (dictámenes 
45.853/1983, de 17 de noviembre, y 1.532/1992, de 4 de marzo de 1993).  

 
Sobre esta cuestión, el propio Consejo de Estado en su Dictamen 

1.365/2008, de 13 de noviembre, expone que este motivo de nulidad “supone 
una total inaplicación del procedimiento legalmente establecido, sin que sea 
suficiente advertir omisiones o infracciones de tramitación. La ausencia total 
de procedimiento debe ser entendida en el sentido de que no existan los 
engarces formales necesarios en el iter administrativo para concluir en el acto 
que se pretende emanar, envolviendo tales ausencias o errores procedimentales 
un radical vicio con irremediables efectos sobre el acto administrativo final 
(dictámenes 2.756/96, de 25 de julio, y 1.950/2004, de 23 de septiembre)”. 
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5ª.- Expuesto lo anterior, procede analizar la actuación cuya nulidad 
se solicita en este supuesto a través de la propuesta de resolución sometida 
a dictamen. No obstante, para ello es necesario hacer previamente una 
recapitulación de todos los antecedentes que han dado origen a la revisión 
de oficio sobre la que ahora se solicita la emisión de dictamen. 

 
El 20 de marzo de 2018 el Ayuntamiento dictó resolución por la que se 

resolvió el expediente de restauración de la legalidad urbanística contra actos 
de edificación en el inmueble de la calle cccc, 10, de xxx1, en los siguientes 
términos: 

 
“Primero. Declarar que las obras ejecutadas son incompatibles 

con el planeamiento urbanístico de aplicación y en vigencia, al superar la 
edificabilidad máxima permitida en el inmueble de la calle cccc, 10, de xxx1, 
en 32,30 m2, y haberse adosado al vallado de la parcela colindante, no 
respetando el retranqueo de 5 metros establecido en las Normas Urbanísticas 
Municipales de xxx1. 

 
»Segundo. Al resultar los actos incompatibles con el planeamiento 

urbanístico, se deberá demoler la construcción ejecutada, con la reposición 
de los bienes afectados a su estado anterior, a costa de los responsables. 

 
»Tercero. De incumplirse la resolución dictada en el apartado 

anterior, el Ayuntamiento procederá, previo apercibimiento, a su ejecución 
subsidiaria a costa de los responsables, o a imponer, sin perjuicio de las 
sanciones por infracción urbanística que procedan, multas coercitivas hasta 
conseguir que se ejecuten las medidas de restauración de la legalidad, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 de la Ley 5/1999, de 
Urbanismo de Castilla y León, y 345 del Reglamento de Urbanismo de Castilla 
y León, aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de enero”. 

 
Contra esta resolución, el afectado por la misma y actual solicitante de 

la revisión de oficio para la que se solicita el presente dictamen, interpuso 
recurso de reposición en el que alegaba que la legalización de la obra era 
viable. 
 

El 22 de mayo de 2018 el Ayuntamiento dictó resolución por la que 
desestimó el recurso de reposición, argumentando, en síntesis, que la licencia 
de obra que otorgó el Ayuntamiento el 22 de marzo de 2016 era para la 
construcción de una leñera y lo construido excede claramente de ese objetivo. 
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El interesado recurrió esta resolución en la vía jurisdiccional, que dio 
lugar al P.O. 61/2018 del Juzgado de lo Contencioso-administrativo n.º 2 de 
xxx2. Ante la inactividad en el mismo pese al impulso de oficio, el 14 de 
marzo de 2022 se dictó acuerdo declarando tener por caducada la instancia 
en el mencionado proceso. El 11 de abril siguiente se declaró su firmeza por 
el Decreto 31/2022. 

 
Por resolución de 1 de septiembre de 2022 el Ayuntamiento, en virtud 

de la adquisición de firmeza de la resolución de 20 de marzo de 2018, por la 
que se puso fin al procedimiento administrativo de protección y restauración 
de la legalidad urbanística contra los actos de construcción de una leñera en 
calle cccc, 10, de xxx1, requirió al interesado para que “en el plazo de dos 
meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción del presente, 
proceda al derribo de la leñera ejecutada en el inmueble de la calle cccc, 10, 
de xxx1, con apercibimiento que, de no realizarse, el Ayuntamiento 
procederá a su ejecución subsidiaria a costa de los responsablesʺ. 

 
Contra esta resolución el interesado interpuso recurso de reposición 

en el que solicitaba, en virtud del artículo 47.1.e) LPAC, la nulidad de las 
resoluciones del Ayuntamiento por ausencia de un instrumento adecuado y 
previo, de planeamiento urbanístico. Aducía también la prescripción de las 
acciones de restauración de la legalidad urbanística. Y solicitaba que se 
“estime íntegramente el recurso y sus alegaciones; acuerde que esa 
resolución es nula y contraria a derecho y la deje sin valor y sin efecto 
alguno, así como todas las actuaciones anteriores y aquéllas de las que trae 
causa, sobreseyendo y archivando el expediente; en su caso, proceda a la 
declaración de nulidad conforme a lo expuesto; y se insta a alcanzar un 
acuerdo o decisión entre ambas partes (ese Ayuntamiento y este recurrente) 
para dar una solución satisfactoria de conformidad a lo expuesto 
precedentemente; con lo demás que proceda”.   

 
El 27 de octubre de 2022 el Ayuntamiento dictó resolución por la que, 

sin entrar en el fondo del asunto, inadmitió el recurso por tratarse de un acto 
firme. 

 
Contra dicha resolución el interesado acudió a la vía jurisdiccional, 

dando lugar al P.O 71/2022 del Juzgado de lo Contencioso-administrativo n.º 
2 de xxx2, que por la Sentencia 191/2023, de 19 de julio, inadmitió el 
recurso y condenó en costas al demandante: “Partiendo de las anteriores 
premisas, el acto originario que aquí se impugna de 1-9-2022 no hace sino 
dar ejecución y cumplimiento a un acto firme anterior (el que puso fin al 
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expediente de restauración de la legalidad urbanística) y cuya firmeza 
proviene de la caducidad de la instancia producida con ocasión del inicial 
recurso contencioso-administrativo interpuesto. A la luz de todo lo expuesto, 
y al amparo de lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley reguladora de esta 
Jurisdicción, es inadmisible la pretensión deducida en el presente recurso 
contencioso-administrativo, ya que el acuerdo impugnado es un acto de 
mera ejecución y, en consecuencia, confirmatorio de otro anterior, definitivo 
y firme por consentido, acuerdo de fecha 20-3-2018 sobre demolición y 
apercibimiento de ejecución subsidiaria, sin que quepa discutir ahora razones 
que hubieran sido propias de la impugnación de dicho acuerdo pero que al 
haber decaído el recurso que en su momento se interpuso, han ganado 
firmeza en vía administrativa y llevan a que se considere que el acto 
recurrido no es susceptible de impugnación conforme a lo que dispone el 
mencionado art 28 LJ. La inadmisibilidad que así ha sido planteada por la 
demandada debe verse acogida”. 
 

Esta sentencia se recurrió en apelación por el interesado, dando lugar 
a la Sentencia 214/2023, de 4 de diciembre, del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla y León (Sala de Burgos), que desestimó el recurso de apelación y 
confirmó en todos sus extremos la sentencia recurrida. En ella se indica que 
“el pronunciamiento de inadmisibilidad contenido en la sentencia apelada es 
totalmente ajustado a derecho, por lo que procede confirmar dicho 
pronunciamiento. Y que ello es así desde el momento en que siga existiendo 
y permaneciendo en el mundo jurídico como acto consentido y firme el 
citado Acuerdo de 20.3.2018. Si la parte actora considera que dicho Acuerdo 
es nulo de pleno derecho, y que a la vista de lo resuelto en la sentencia nº 
23/2021, de fecha 8 de febrero, dictada en el recurso ordinario núm. 
81/2018, puede obtener dicha nulidad, para ello deberá instarla por los 
cauces administrativos contemplados al respecto bien en la Ley 39/2015 o  
bien en su caso en la normativa urbanística, pero no puede impugnar la 
validez y eficacia de dicho Acuerdo de 20.3.2018 en vía jurisdiccional porque, 
por propia decisión y voluntad del actor, ha caducado la acción para poder 
impugnar de forma extemporánea jurisdiccionalmente referido Acuerdo”. 

 
En virtud de esta apreciación, el interesado solicita la revisión de oficio 

de las resoluciones de 20 de marzo de 2018, 22 de mayo de 2018, 1 de 
septiembre de 2022 y 27 de octubre de 2022, lo que dió lugar al acuerdo de 
20 de marzo de 2024, del Pleno del Ayuntamiento, que inadmitió la solicitud 
de revisión de oficio y a la sentencia que obliga al Ayuntamiento a tramitar 
dicha solicitud de revisión. 
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Expuestos los antecedentes, cabe apreciar, como acertadamente hace 
la Sentencia 23/2021, de 8 de febrero, dictada en el recurso ordinario n.º 
81/2018, que la única resolución a revisar sería la primera, esto es, la de 20 
de marzo de 2018, pues las demás no serían sino consecuencia de aquella. 
Para proceder a su revisión, el interesado alega la causa de nulidad de pleno 
derecho del artículo 47.1.e) LPAC, lo que supone alegar la nulidad del acto 
por haberse prescindido del procedimiento legalmente previsto. En este caso 
alega que la resolución es nula por haberse dictado sin el amparo del previo 
instrumento de planeamiento urbanístico adecuado y necesario. Indica el 
interesado que “no existe instrumento de desarrollo aplicable a la construcción 
de la leñera (…)ʺ. En consecuencia, al no tener apoyo en el planeamiento ni 
en la normativa vigente, las resoluciones administrativas, al carecer de plan 
parcial, son nulas de pleno derecho. 

 
Frente a esta afirmación, consta que en el Boletín Oficial de Castilla y 

León de 13 de enero de 1994 se publicó el acuerdo de 22 de diciembre de 
1993, de la Comisión Provincial de Urbanismo de xxx2, de aprobación 
definitiva del Plan Parcial del Área 11.º 2 «Residencial», promovido por 
Construcciones qqqq, S.A., en xxx1. Asimismo, en el expediente remitido 
figura dicho plan (folios 290 y ss.). Por tanto, la resolución cuya nulidad se 
solicita sí estuvo amparada por la correspondiente norma de planeamiento 
urbanístico, por lo que no concurre en ella la causa de nulidad alegada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
No procede la revisión de oficio de las resoluciones de 20 de marzo y 

22 de mayo de 2018 y de 1 de septiembre y 22 de octubre de 2022, de la 
Alcaldía del Ayuntamiento de xxx1. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


